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Eje 11: ESTADO, INSTITUCIONES Y POLÍTICAS PÚBLICAS
Título: Diario de la guerra del cerdo: Reformas del sistema previsional argentino: ¿Cómo entender lo sustentable del modelo solidario?

Palabras clave: sistema previsional – capitalización individual - solidaridad
“…la muerte hoy no llega a los cincuenta 

sino a los ochenta años, y … 

mañana vendrá a los cien… 

Se acabó la dictadura del proletariado, 

para dar paso a la dictadura de los viejos.”
Diario de la guerra del cerdo, Adolfo Bioy Casares

Últimamente llegó al temario argentino el debate sobre la edad jubilatoria, de su aumento como necesidad. Aparentemente inocente esta idea es resultado de las recetas de ajuste del FMI, celebrada por muchos, desconocida hasta hace poco por casi todos, lentamente se acerca al congreso. 

Nos y los invitamos en este trabajo a discutir con este proyecto, en principio presentándolo, pasando por un barrido histórico, y luego tomando algunas herramientas teóricas hétero y ortodoxas, para finalmente dejar asentada nuestra propuesta y posición, esperando poder hacer nuestro humilde aporte sociológico.

Hace escasos días el diario Página 12 publicó un artículo que grafica el estado actual de la cuestión, donde salen a la luz declaraciones de un legislador oficialista que se pregunta: “¿Si un tipo vive hasta los 200 años hasta qué edad va a trabajar?” (“La edad sobre la mesa”, 2017). Más allá del carácter ficcional o no de la pregunta, queda habilitado el debate: el mismo presidente admitió que se avanza en un proyecto que contempla aumentar la edad de retiro de forma voluntaria. 

Nadie está habilitado para mandar sobre el deseo de los adultos mayores de seguir trabajando, pero podemos apelar el carácter de necesidad de aumentar la edad, analizando algunas variables socio-económicas que permitan vislumbrar la existencia de otras posibilidades anteriores a esa decisión. Para ello primero recordemos de dónde partimos.

A comienzos del siglo XX donde se crean las primeras cajas de jubilación, los empleados públicos y ferroviarios fueron los pioneros. Pero fue entre 1916 y 1930, durante los gobiernos de H. Yrigoyen y M. T. de Alvear, cuando la cobertura previsional se expandió a la mayoría de los trabajadores. 

Entre 1944 y 1955, bajo los dos primeros gobiernos peronistas, se creó el sistema previsional argentino. De todas formas, hacia 1954, con la sanción de la Ley 14.370, fue cuando se produjo un cambio sustancial en la naturaleza del régimen al asumirse la lógica de reparto como principio estructurante. De esta forma, el régimen se masificó y pasó a basarse en la solidaridad intergeneracional como lógica de financiamiento, donde los trabajadores activos debían sostener a aquellos que se retiraron del mercado de trabajo por vejez, invalidez o a las familias de los trabajadores fallecidos, conocidos como pasivos. Los excedentes se usaron como instrumento de política económica.

En 1958, el gobierno de Frondizi sancionó la Ley 14.499 con la que se determinó que el haber de la jubilación ordinaria sería equivalente al 82% móvil de la remuneración mensual asignada al cargo, oficio o función del afiliado, medida que no pudo ser solventada y fue eliminada a los pocos años. Por estos años comenzaron a existir trabajadores fuera de mercado formal generando hacia la década de 1960 que algunas cajas obtuvieran déficits primarios.

La reforma del sistema previsional de 1969, impulsada por el régimen de facto de J. C. Onganía a través de las Leyes 18.037 y 18.038, implicó una transformación estructural del sistema previsional, al instaurar la centralización administrativa, el incremento de las restricciones en el acceso a los beneficios y la imposición de un principio de distribución regresivo. Por ejemplo, “…se elevó la edad de acceso a los beneficios, en el caso de los trabajadores en relación de dependencia, pasó a ser entre 55 y 60 años y, en los autónomos, entre 62 y 65 años. A su vez, se incrementó la cantidad de años contributivos como requisito de acceso a la jubilación: el mínimo de años de aportes se estableció en diez años hasta alcanzar un máximo de treinta años.” (CIFRA, 2009, p.7)
La dictadura militar que tomó el gobierno en 1976 llevó adelante una profunda represión sobre la clase trabajadora, desarticulando a los sindicatos como interlocutor social del sistema de previsión y salud.
En este marco, se impulsó una reforma profundamente regresiva sobre el sistema previsional, que buscó sostener su financiamiento en base a los recursos de las capas medias y bajas. Esta transferencia de recursos se concretó a través de la eliminación, en 1980, de las contribuciones patronales y su reemplazo por recursos públicos recaudados a través de la ampliación del Impuesto al Valor Agregado (IVA).
Al consolidar las desigualdades intra e intergeneracionales, esta reforma fue un intento de disolver el principio de justicia distributiva sobre el que todavía se sostenía, a pesar de los cambios que se fueron sucediendo, los diversos componentes del sistema previsional (cobertura, distribución de derechos y financiamiento). En 1981, el déficit primario del sistema previsional había alcanzado el 60% de los gastos totales. Estas debilidades estructurales tendrán su corolario, ya en democracia, cuando se produjo el colapso financiero del sistema previsional argentino. 

El desequilibrio del sistema era tan pronunciado que ya no era posible su autosostenimiento. Disminuyó entonces la credibilidad en el sistema previsional creando un consenso para una implementación abiertamente neoliberal.

La reforma previsional de 1994, Ley 24.241, instalaba un régimen de carácter mixto, ya que se combinaban dos sistemas, uno administrado por el Estado y otro principalmente por las Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (AFJP). Simultáneamente se aplicó un aumento gradual en la edad mínima para acceder a esta prestación fijado en 65 años para los hombres y 60 para las mujeres, con aportes demostrables exigibles también graduales hasta llegar a los 30 años.
Con esta reforma que se basa en el principio de capitalización individual se dio un aumento de la informalidad y precarización laboral, permitiendo la concentración y oligopolización del mercado de AFJP, no reduciendo costos ni mejorando servicios. Se redujeron las alícuotas patronales para mejorar competitividad, reemplazadas por recursos fiscales del sistema público. Quedaron así expulsadas amplias franjas de la población del sistema previsional, transfiriéndose el déficit desde cajas provinciales. Con la crisis de 2001 quedaron expuestos los magros resultados de la experiencia anterior.

Como señala un documento del Observatorio de la Seguridad Social [OSS] (2011) “Sin embargo, luego de la reforma se hizo necesario computar efectivamente estos 30 años de aportes sobre la nómina salarial durante la vida activa. Todo ello dejó como saldo una importante caída en el número de beneficiarios y en la tasa de cobertura: mientras que a principios de 1996 los jubilados del régimen nacional eran 2.035.772, ese número se redujo a 1.651.851 para 2004 […]. Asimismo, de acuerdo   datos de la EPH para ese último año, 2.170.046 adultos mayores, en su mayoría mujeres (72%), se encontraban desprotegidos y de éstos cerca del 40% superaban los 70 años de edad (Massa y Fernández Pastor, 2007).”  OSS (2011)
Desde 2004 se dio una reformulación de este esquema a partir de la promulgación de la Ley 25.994 no modificando la edad mínima, pero ampliando la prestación a través de moratorias para quienes se encontrasen desempleados cumpliendo parcialmente los requisitos jubilatorios.
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“El Plan de Inclusión Previsional (comúnmente llamado Moratoria Previsional) surge como medida de corto plazo para incorporar al ámbito de la seguridad social a aquellos adultos mayores que […] se encontraban en una situación de vulnerabilidad social al no contar con un haber jubilatorio.” OSS (2011)

Los principales instrumentos a través de los cuales se implementó este plan entre enero de 2005 y abril de 2007 fueron algunas leyes y decretos que permitieron inscribirse en un plan de facilidades a los autónomos con problemas de regularización de aportes para acceder al beneficio previsional, permitiendo el descuento de la deuda de la prestación mensual en hasta 60 cuotas. 

Además, los hombres con 60 años de edad y las mujeres con 55 que acreditaban 30 años de servicios y que se encontraban en situación de desempleo al 30 de noviembre de 2004, pudieron acceder a la jubilación anticipada.
La experiencia llevada a cabo bajo los gobiernos de Néstor Kirchner y Cristina Fernández de Kirchner, permitió que una gran cantidad de personas que habían quedado sin la posibilidad de ser beneficiarias del sistema previsional fueran incluidas, a consecuencia de esto se amplió la cobertura previsional llegando a fines de 2015 a ser la más alta de la región, que Anses estimó en un 97%.

Por tanto, el Estado a través del tiempo ha adoptado diferentes posturas en relación a este tema, con mayor o menor intervención, con políticas tendientes a favor o en contra de los trabajadores, es decir, siguiendo algunas recetas de tinte proteccionista o liberal respectivamente. 
Es allí donde queremos hacer hincapié y para ello apelamos a la propuesta de Pipitone, “… “Estado fuerte” es aquel cuya consolidación no solamente no excluye, sino que fortalece la capacidad de la sociedad de operar con un máximo de coherencia interna y un máximo despliegue de sus potencialidades creativas. En la misma óptica “Estado débil” es aquel que no puede garantizar la convergencia de fenómenos no naturalmente homogéneos, aquel cuya solidez interna se construye quitando algo a la coherencia global de la sociedad o a su potencial de renovación.” (Pipitone, 1997, p.26)
Por lo explicitado, la consolidación de un “Estado Fuerte” es necesaria para tratar y operar sobre el presente tema, ya que apela a medidas que centralicen, concentren y maximicen no sólo los recursos pecuniarios distribuidos en aquellos que formaron parte de la PEA, sino también para la construcción de políticas que tengan una perspectiva considerando los próximos años, en los cuales se modifique la estructura demográfica como veremos más adelante; en un período en el cual se discute el rol del estado, obligándolo desde diferentes comunicados de organismos internacionales a retornar a las políticas propias del pensamiento neo-liberal. Por lo tanto, la creación y mantenimiento de políticas que conlleven y aboguen la inclusión al sistema previsional debe venir de un “Estado Fuerte” que desestime las recetas neo-liberales.
Para ello, se debe avanzar hacia el registro formal de quienes conforman la PEA, aumentando la recaudación previsional, y no hacia un aumento de la edad jubilatoria, o como bien se propone en estos días hacia la posibilidad de hacer optativa la edad de retiro, pues si se lleva a cabo esta política se estaría dejando relegado el rol del Estado, dejando al libre juego del mercado algo que atañe a las futuras generaciones, teniendo como consecuencia una probable vuelta a la atomización de los aportes previsionales, es decir, habilitando la capitalización individual que como hemos descripto en la experiencia llevada a cabo en la década del ‘90 ha dejado por fuera a quienes no sólo no cumplieran la cantidad de aportes necesarios, sino también aquellos que no se encontrasen registrados formalmente.
Este tipo de propuestas por parte del actual gobierno es en esencia una reforma neo-liberal ortodoxa con una retórica popular, que esconde dejar de lado un modelo previsional solidario que intente repartir equitativamente los recursos, volviendo a la capitalización individual donde poco importan las decisiones del Estado al momento de recaudar, pero si al llegar las pérdidas.
Por otro lado, el país no atraviesa una situación de pleno empleo y la opción de los adultos mayores por seguir trabajando no haría más que reducir la cantidad de puestos disponibles para el resto de la población y agravar el desempleo en estas franjas. 

Para contrastar con la teorización sobre el Estado que propusimos vamos a acudir a una obra de Banco Mundial [BM] (2014) reciente que analiza el caso previsional argentino teniendo en cuenta la estructura demográfica de nuestro país.

Según este documento Argentina finalizará para la década del ´30 su etapa del bono demográfico lo cual quiere decir que la población de adultos mayores pasará a ser mayor a la de jóvenes dando lugar a un déficit. Para aprovechar esta situación ventajosa que actualmente atravesamos, tal como ocurrió en experiencias de otros países, habría que tomar, en teoría, ciertas medidas que a nuestro entender no son beneficiosas.

“Un sistema de seguridad social generoso en la etapa del bono puede tornarse en una carga excesiva para el ahorro en la etapa de envejecimiento.” BM (2014)

En el gráfico 2 podemos observar claramente cómo se proyecta una semejanza entre las edades de todos los grupos, por lógica mientras anterior sea la edad de retiro mayor será la carga de años en que habrá que solventar el gasto previsional de los retirados.

 “…Mientras parte de las transferencias privadas a los niños y jóvenes se puede considerar inversión en capital humano que brindará una cierta tasa de retorno en el futuro, las transferencias a los ancianos son consumo puro.” BM (2014)
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Estructura etaria de la poblacion segin sexo, Argentina. Afios 1950-2100.

>100

85883888

B

°

15 12 03 06 03 00 03 06 Q3 12 15 15 12 03 Q6 03 0p Q3 06 03 12 15

>100

0
0
70
60
0
0
30

88883828

20
10

5

°

15 12 03 06 03 00 03 06 Q3 12 1S 15 12 09 Q6 03 0p Q3 06 03 12 15

>100 Bl

8

¥Es8E838 38

B

°
15 12 03 06 03 00 03 06 Q9 12 15 15 12 09 a6 03 0p Q3 06 09 12 1S
% %

Fuente: Banco Mundial.




Eso si tomamos los pagos previsionales como un gasto y no como un derecho. Es allí donde actúa la concepción de Estado, que no debe funcionar con la coherencia de una empresa maximizando ganancias, sino que su éxito debe consistir en evitar quitar coherencia global a la sociedad, que en palabras de Pipitone sería un “Estado débil”. Un Estado no puede, no debe, permitirse considerar a algunos humanos más beneficiosos que a otros, aunque suene tentador en números.

El debate sobre aumentar la edad jubilatoria podría llegar a no ser inútil en caso de que hubiera pleno empleo registrado, que no es la situación como ya hemos mencionado. Dado el estado actual de la cuestión sólo se trata de una concepción del Estado y su rol.
Por los motivos anteriormente expuestos consideramos innecesario y algo miope aumentar la edad jubilatoria, que a modo popular se disfraza como una decisión voluntaria, lo cual sería extirparle al sistema previsional lo que tiene de solidario. Proponemos en cambio aumentar el empleo registrado que incrementaría considerablemente la recaudación estatal y es una deuda pendiente con los trabajadores.

Por lo expuesto, el rol del estado debe rescatar la experiencia exitosa que ha atravesado la historia del sistema previsional, apelando a la solidaridad intergeneracional como lógica de financiamiento, y permitiendo que quienes atravesaron situaciones de desempleo o trabajo no registrado accedan a derechos similares que el resto. De esta forma se apela al sostenimiento de aquellos que se retiraron del mercado laboral, para así utilizar los excedentes y la situación favorable presente del bono demográfico como instrumento de política económica, que debe ser gestionada por un Estado fuerte y no por intereses privados.
Pues “donde la economía opera a favor de la fragmentación social, el Estado no puede operar naturalmente a favor de la democracia.” (Pipitone, 1997, p.88)
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